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ANTECEDENTES DE HECHO

Primero . En fecha 7 de noviembre de 2018 se han recibido los autos de Sección sexta: calificación del concurso
223/2010 remitidos por Juzgado de lo Mercantil nº 1 de Girona a fin de resolver los recursos de apelación
interpuesto por la Procuradora Edurne Diaz Tarragó y Ma. Àngels Vila Reyner, en nombre y representación
de MATADERO SALIDA 13, S.A.,  Ceferino  , MEAT &amp; TRADING BCN, S.L, KU GELASADA, S.L. contra la
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sentencia de fecha 07/11/2017 y en el que consta como partes apeladas la ADMÓN. CONCURSAL de Matadero
Salida 13, S.A. y el MINISTERIO FISCAL.

Segundo . El contenido del fallo de la Sentencia contra la que se ha interpuesto el recurso es el siguiente:

"F A L L O.-

Estimando la pretensión ejercitada por el administrador concursal y el Ministerio Fiscal, contra  Ceferino  , con
DNI  NUM000  , como administrador único de la mercantil Matadero Salida 13 S.A., y Meat &amp; Trading S.L,
Persanet 2002 S.L.. y KU Gelasada S.L. como cómplices procede declarar el presente concurso como culpable
y ello con los siguientes efectos:

1º) Declarar culpable el concurso de la entidad Matadero Salida 13 S.A.

2º) Declarar la responsabilidad de  Ceferino  , con DNI  NUM000  como como administrador único de la entidad
concursada, en la causación de la insolvencia de la compañía.

3º) Condenar a  Ceferino  , con DNI  NUM000  a la inhabilitación para administrar bienes ajenos, así como para
representar o administrar a cualquier otra persona durante un periodo de cinco años.

4º) Condenar a  Ceferino  , con DNI  NUM000  a la pérdida de los derechos que tuvieran como acreedores
concursales o de la masa.

5º) Condenar a  Ceferino  , con DNI  NUM000  a indemnizar los daños y perjuicios causados a la empresa
concursada por importe de 1.135.537,75 euros.

Condenar en concepto de cómplice en la causación de la insolvencia a la entidad Meat &amp; Trading S.L al
abono de daños y perjuicios causados a la concurada por importe de 182.969,75 euros y a la entidad Ku Gelasada
S.L. a la cantidad de 952.568 euros.

6º) Condenar a  Ceferino  , con DNI  NUM000  a la satisfacción del déficit concursal.

7º) Una vez firme, remítase la presente resolución para su inscripción en la Sección 2ª del Registro Público
Concursal.

La parte dispositiva de la presente sentencia, una vez firme, publíquese en el Registro Mercantil remitiéndose
para ello los oportunos mandamientos expedidos por el Secretario Judicial.

No procede hacer expresa imposición de costas a ninguna de las partes."

La anterior sentencia fue aclarada mediante auto de fecha 01/12/2017.

Tercero. El recurso se admitió y se tramitó conforme a la normativa procesal para este tipo de recursos.

Se señaló fecha para la celebración de la deliberación, votación y fallo que ha tenido lugar el 17/07/2019.

Cuarto. En la tramitación de este procedimiento se han observado las normas procesales esenciales aplicables
al caso.

Se designó ponente a la Magistrada Nuria Lefort Ruiz de Aguiar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Antecedentes de necesaria consideración .

1.- La Administración Concursal (en adelante AC) y el Ministerio Fiscal (en adelante MF) presentaron,
respectivamente, informe y dictamen solicitando la calificación como culpable del concurso de Matadero
Salida 13, S.A. (en adelante MS13) y la condena como persona afectada y cómplice a las personas que
identifica en el informe de calificación, así como las condenas inherentes a esa declaración.

2.- La AC funda la calificación culpable que solicita en varios motivos:

- 1º) Irregularidad contable relevante para la comprensión de la situación patrimonial o financiera de la
concursada.

- 2º) Salida fraudulenta de bienes de la concursada dentro de los dos años anteriores a la fecha de declaración
de concurso.

- 3º) Realización de actos jurídicos dirigidos a simular una situación patrimonial ficticia.

- 5º) Retraso en la solicitud de concurso.

Identifica como personas afectadas por la declaración de concurso culpable a:
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Don  Ceferino  , en su condición de administrador de la Concursada en los dos años anteriores a la declaración
del concurso.

Identifica como cómplices y solicita su condena en tal condición a las siguientes personas jurídicas:

- PERSANET, S.L..

- MEAT &amp; TRADING BCN, S.L., .

- K.U. GELASADA, S.L.

Solicita para la persona física la condena a la inhabilitación por un periodo de 5 años, la condena a la pérdida
de los derechos que tuviera frente a la concursada, así como la condena a pagar determinadas cantidades
en concepto de daños y perjuicios y la totalidad del déficit concursal. En cuanto a los cómplices solicita que
sean condenadas a la pérdida de los derechos que tuvieran frente a la concursada y a pagar las cantidades
que señala en el escrito .

3.- El MF presenta dictamen en el que solicita, sobre la base de los mismos hechos expuestos por la AC, las
mismas condenas que ésta solicita en el informe.

4.- La sociedad concursada y las personas afectadas por la calificación y los cómplices se opusieron a la
solicitud del MF y de la AC, solicitando que el concurso fuera declarado fortuito negando los hechos en que
se funda la petición, así como su trascendencia jurídica.

5.- La sentencia declara culpable el concurso en los términos y con las condenas que se recogen en los
antecedentes de hecho de esta resolución. En lo que aquí interesa por ser objeto de recurso, considera probada
la existencia de:

a) irregularidades contables relevantes.

b) salida fraudulenta de bienes.

c) simulación de situación patrimonial ficticia.

6.- La sociedad concursada, las personas afectadas por la calificación y los cómplices recurren la sentencia
con base en los argumentos y motivos a los que nos referiremos al analizar cada una de las causas de
calificación culpable del concurso, la condición de cómplices y los efectos de la calificación en las personas
afectadas y los cómplices.

Todos ellos solicitaron la práctica de prueba en esta alzada, lo que fue resuelto oralmente por comparecencia
celebrada el día 4 de abril de 2019, en el curso de la cual las partes expusieron los motivos en los que fundaban
la proposición de prueba y se resolvió oralmente, planteando también de forma oral el recurso de reposición
que se resolvió en el mismo acto de igual forma.

SEGUNDO.- El dolo o culpa grave en la causación o agravación de la insolvencia. Prueba. Los supuestos
previstos en el apartado 2 del artículo 164.

Antes de entrar a examinar las concretas causas por las que ha sido declarado culpable el concurso
consideramos necesario referirnos a la regulación legal, a fin de analizar en los fundamentos siguientes si
concurre o no causa para la declaración de concurso culpable y con base en qué preceptos.

El concurso ha sido declarado culpable en aplicación de lo dispuesto en el artículo 164.2 (apartados 1º, 5º y 6º).

Tal como señala la sentencia del Tribunal Supremo de 21 de Mayo del 2012 (ROJ: STS 4441/2012 ), con cita
de otras anteriores, la declaración de concurso culpable se articula del siguiente modo:

"En la sentencia 644/2011 , precisamos que la Ley 22/2003 sigue dos criterios para describir la causa por
la que un concurso debe ser calificado como culpable. Conforme a uno - el previsto en el apartado 1 de su
artículo 164 -, la calificación depende de que la conducta, dolosa o gravemente culposa, del deudor o de sus
representantes legales o, en caso de tratarse de una persona jurídica, de sus administradores o liquidadores, de
hecho o de derecho, hubiera producido como resultado la generación o la agravación del estado de insolvencia
del concursado.

Según el otro - previsto en el apartado 2 del mismo artículo - la calificación es ajena a la producción de ese
resultado y está condicionada a la ejecución por el sujeto agente de alguna de las conductas descritas en la
propia norma.

Contiene este segundo precepto el mandato de que el concurso se califique como culpable " en todo caso (...),
cuando concurra cualquiera de los siguientes supuestos ", lo que constituye evidencia de que la ejecución de las
conductas, positivas o negativas, que se describen en los seis ordinales del apartado 2 del artículo 164, basta
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para determinar aquella calificación por sí sola - esto es, aunque no hubieran generado o agravado el estado de
insolvencia del concursado o concursada, a diferencia de lo que exige el apartado 1 del mismo artículo -.

En la sentencia 614/2011, de 17 de noviembre , señalamos que el artículo 165 no contiene un tercer criterio
respecto de los dos del artículo 164, sino que se trata de " una norma complementaria de la del artículo 164,
apartado 1", pues manda presumir " iuris tantum " la culposa o dolosa causación o agravación de la insolvencia,
desplazando así el tema necesitado de prueba y las consecuencias de que ésta no convenza al Tribunal".

El artículo 164.1 LC describe el supuesto general de declaración de concurso culpable y dispone que "el
concurso se calificará culpable cuando en la generación o agravación de la insolvencia hubiera mediado dolo o
culpa grave del deudor o de sus representantes legales o administradores o liquidadores de hecho o de derecho
o de los apoderados generales." .

Conforme al precepto transcrito procederá la declaración de concurso culpable cuando concurran los
siguientes requisitos:

i) un comportamiento activo o pasivo del deudor o de sus representantes legales, y, en caso de persona jurídica,
de sus administradores o liquidadores, de derecho o de hecho;

ii) que ese comportamiento lo sea a título de dolo o culpa grave,

iii) un resultado: la generación o agravación del estado de insolvencia, entendiendo por tal la "imposibilidad de
cumplir regularmente las obligaciones exigibles" ( artículo 2.2 LC ),

iv) y la relación de causalidad entre el comportamiento del sujeto afectado por la calificación y la generación
o agravación del estado de insolvencia.

El apartado 2 del artículo 164 recoge una serie de supuestos en los que el concurso será declarado culpable
"en todo caso" . El éxito de la pretensión requiere que la AC y/o el MF acrediten la existencia de alguna de las
conductas descritas en el precepto, sin necesidad de razonar ni probar sobre la concurrencia de dolo o culpa
grave en la generación o agravación de la insolvencia, ni sobre la relación de causalidad entre la conducta
descrita e imputada a la/s persona/s afectadas y la causación o agravación de la insolvencia, puesto que la ley
presume una y otra, sin admitir prueba en contrario, cuando se acredite la realidad de alguna de las conductas
descritas en el precepto.

Consecuencia de cuanto se ha expuesto, cuando resulte acreditada la existencia de cualquiera de las
conductas descritas en el precepto, el esfuerzo probatorio y argumentativo de quien pretenda la declaración
de concurso fortuito, deberá dirigirse a negar la realidad de la conducta, no la ausencia de dolo o culpa en la
generación o agravación de la insolvencia.

El legislador ha querido tipificar aquellos supuestos más graves en los que la conducta de la persona afectada
se aparta radicalmente de la que le es legalmente exigible y en los que, aunque la prueba de la relación de
causalidad entre la conducta y la generación o agravación de la insolvencia resulta especialmente dificultosa,
la experiencia enseña que siempre se produce.

El artículo 165 de la LC es complementario del 164.1 y establece una serie de supuestos en los que, probado el
hecho base que se describe en el precepto, se presumirá el dolo o culpa grave y la generación o agravación de
la insolvencia. Se trata de una presunción iuris tantum por lo que quien pretenda la declaración de concurso
fortuito podrá dirigir el esfuerzo probatorio a negar la realidad de la conducta, su carácter doloso o culposo o
la relación de causalidad de la conducta con la generación o agravación de la insolvencia.

El artículo 164.1 opera a la vez como supuesto general y cláusula de cierre en tanto al amparo del mismo cabe
declarar culpable el concurso con base en conductas distintas a las mencionadas en los artículos 164.2 y 165,
siempre que concurran los elementos definidores de la insolvencia culpable.

TERCERO.- Irregularidad contable relevante.

1.- Concepto de contabilidad. Usuarios.

La contabilidad es un conjunto de normas y procedimientos dirigidos a ordenar y registrar las operaciones
económicas realizadas por la empresa, recogiendo la información básica de la situación económica y
financiera.

Es una fuente de información fundamental para la toma de decisiones.

El primer destinatario y usuario de la información es el propio empresario que la utilizará para la toma de
decisiones de inversión, fijación de precios, estrategia, comercial etc...
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También los acreedores son usuarios de la contabilidad, si bien con carácter más limitado, ya que,
normalmente, sólo tendrán acceso a los datos que se publican en el Registro Mercantil al depositar la cuentas,
puesto que el contenido de los libros registro no es público.

Tras la declaración del concurso la AC se convierte en usuario de la contabilidad, de la que se servirá -entre
otros medios- para determinar la masa pasiva, la masa activa, las causas de la insolvencia y qué acciones u
omisiones la han generado o agravado y en qué medida, a tal fin tendrá acceso a la contabilidad completa,
incluidos los libro registro obligatorios o voluntarios.

Para que la contabilidad sea útil a los fines que se ordena es preciso que sea fiable, comprensible, relevante y
comparable, es por ello que debe ajustarse a lo dispuesto en la normativa aplicable que comprende:

a) El Código de Comercio y la restante legislación mercantil, incluida la Ley de Sociedades de Capital (LSC).

b) El Plan General de Contabilidad (PGC) y sus adaptaciones sectoriales.

c) Las normas de desarrollo que, en materia contable, establezca en su caso el Instituto de Contabilidad y
Auditoría de Cuentas (ICAC), y

d) restante legislación española que sea específicamente aplicable.

Establecen los artículos 25 y 27 del Código de Comercio que de la contabilidad debe ser ordenada y adecuada
para permitir el seguimiento cronológico de todas sus operaciones y la elaboración de inventarios y balances.

El artículo 28 del Código de Comercio exige la llevanza del libro de Inventarios y cuentas anuales y del libro
diario. El libro de inventarios y cuentas anuales se abrirá con el balance inicial y, al menos trimestralmente,
se transcribirán los balances de comprobación, así como el inventario de cierre del ejercicio. En el libro diario
se registrarán día a día todas las operaciones relativas a la actividad de la empresa, aunque también podrán
realizarse anotaciones trimestrales, siempre que el detalle conste en otros libros no obligatorios, con los que
necesariamente deberá concordar el libro diario.

Anualmente se formularán las cuentas que comprenden: el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, el
estado de cambios del patrimonio neto, estado de flujos de efectivo y la memoria ( artículo 254 LSC ). El
contenido de las cuentas anuales debe concordar con el de los libros registro en los que se anotan (asientan)
las operaciones, transacciones y eventos con trascendencia económica realizadas o acaecidos durante el
ejercicio.

2.-La irregularidad contable relevante.

El artículo 164.2 1º establece que el concurso será en todo caso declarado culpable

"Cuando el deudor legalmente obligado a la llevanza de contabilidad incumpliera sustancialmente esta
obligación, llevara doble contabilidad o hubiera cometido irregularidad relevante para la comprensión de su
situación patrimonial o financiera en la que llevara.".

Contempla tres supuestos distintos: la ausencia de contabilidad, la doble contabilidad y la irregularidad
contable.

Nos centraremos en la irregularidad contable por ser el supuesto que ha dado lugar a la declaración de
concurso culpable en este caso.

Existe irregularidad cuando en la forma de contabilizar los hechos económicos o en la elaboración de las
cuentas anuales, se infringe un principio contable, dando lugar a una discordancia entre la realidad económica
de la empresa y aquello que muestra la contabilidad, impidiendo con ello que el destinatario de la contabilidad
conozca la situación financiera y patrimonial de la sociedad.

Atendiendo a la dicción literal del artículo 164.1 resulta indiferente si esa discordancia es fruto de un error
o es intencionada, pues el precepto se refiere al dolo y la culpa, concepto este último en el que incluiríamos
los errores.

Para que la irregularidad así definida merezca el reproche a que se refiere el precepto es necesario que, además,
sea relevante para la comprensión de la situación económica y financiera que la contabilidad está llamada a
mostrar. La relevancia podrá ser cualitativa o cuantitativa.

Determinar la relevancia desde el punto de vista cuantitativo obliga a poner en relación el importe de la
irregularidad con el total activo o pasivo de la sociedad cuando afecte a un elemento del balance o con la cifra
de ventas o gastos, cuando afecte a la cuenta de resultados.

Desde el punto de vista cualitativo determinar la relevancia requerirá confrontar la irregularidad con la
necesidad de que la contabilidad refleje la verdadera situación patrimonial, financiera y económica de la
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sociedad, permitiendo al usuario evaluar su solvencia y capacidad de producir riqueza. Si la irregularidad
contable afecta a estos parámetros, merecerá ser calificada como relevante.

El Tribunal Supremo en Sentencia 994/2011, de 16 de enero de 2012 se refiere al requisito de la relevancia:

La irregularidad será cualitativamente relevante cuando impida al tercero tener una información correcta y
suficiente del estado patrimonial de la empresa y, especialmente, cuando oculte la existencia de una causa de
disolución o de una situación de insolvencia. Y lo será cuantitativamente cuando el importe económico de la
incidencia, en relación con el tamaño de la empresa, altere significativamente la situación patrimonial y financiera
que se proyecta al exterior.

De lo anterior resulta que la irregularidad contable puede consistir, a modo meramente enunciativo, en:

a) Discrepancia entre la realidad y lo que recogen los libros que lleve la sociedad (obligatorios libro diario
e inventarios y balances, no obligatorios, por ejemplo el libro mayor). Ya sea porque los libros omiten una
operación que se ha realizado, ya porque la reflejan por importe distinto, ya porque reflejan una operación que
no se ha realizado.

b) Discrepancia entre lo que resulta de los libros registro y lo que recogen las cuentas anuales.

c) Incumplimiento de los principios y normas que establece el Plan General de Contabilidad en el registro de
hechos económicos o en la formulación de las cuentas anuales.

d) Omisión en la memoria de datos relevantes.

Por lo tanto, cuando hablamos de irregularidades contables no nos referimos exclusivamente a las que puedan
cometerse en la formulación de las cuentas anuales, sino también a las que se produzcan en la elaboración
de la contabilidad a lo largo del ejercicio en la llevanza de los libros obligatorios o auxiliares.

3.- Las irregularidades contables que la sentencia considera relevantes.

En el presente supuesto la sentencia considera colmados los requisitos precedentes con base en los siguientes
hechos:

a.- revalorización del inmovilizado en los años 2008 y 2009.

b.- limitaciones al alcance y salvedades en el informe de auditoría del año 2010.

c.- asiento de regularización de importe 19 millones de euros realizado poco antes de presentar el concurso
de acreedores.

d.- falta de reflejo en la contabilidad de la factura emitida frente a Ku Gelasada por la venta de maquinaria y
falta de reflejo en la contabilidad del cobro por esa operación de 750.000 euros.

4.- Los recursos.

La concursada y el Sr.  Ceferino  combaten en sus recursos la concurrencia de esta causa de culpabilidad con
base en los siguientes argumentos:

a) La existencia de la irregularidad se vincula a la formulación de cuentas anuales y su publicidad.

b) Los informes de auditoría de las cuentas anuales de la concursada expresaron siempre opinión favorable
hasta las cuentas del ejercicio 2008, estas incluidas.

c) El informe de auditoría correspondiente a las cuentas anuales del ejercicio 2008 expresó opinión favorable,
informando en uno de sus párrafos de una actualización del valor de los inmuebles de la empresa realizado
por la empresa, actualización informada por la empresa en la memoria de las referidas cuentas anuales.

d) Las últimas cuentas anuales que formula y presenta la antigua administración de la empresa son las
correspondientes al ejercicio 2008.

e) Las cuentas anuales correspondientes al ejercicio 2009 y 2010 fueron formuladas y presentadas por la
administración concursal en sustitución, en el año 2011.

f) Por ello las cuentas anuales de 2009 y 2010 no pueden ser tenidas en cuenta para fundar la causa de
calificación culpable del concurso de que se trata.

g) La revalorización de terrenos realizada en los ejercicios 2008 y 2009 fue informada en las cuentas anuales en
la memoria y se basó en el informe de un experto independiente. No afectaron a la imagen fiel de la compañía.

h) en cuanto a las limitaciones al alcance y salvedades contenidas en el informe de auditoría correspondiente
a las cuentas formuladas por la AC en el 2011 no constituyen de por sí una irregularidad contable.
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i) asiento de regularización y saldos de Banco Popular y Banc Sabadell niega que constituya irregularidad y que
de ellos se hubiera generado perjuicio para la compañía. Los asientos de regularización no están prohibidos,
al contrario, la normativa contable los contempla.

j) Industrias Cárnicas Vilaró y MS13 Salida 13 operaban con caja única, ya que la segunda trabajaba
exclusivamente para la primera que era quien financiaba y avalaba sus necesidades financieras. Ello explica
la necesidad de hacer ajustes y regularizaciones a final de año.

k) no es cierto que la factura de Ku Gelasada no se haya contabilizado.

5.- La decisión.

a) Consideraciones generales.

De acuerdo con lo razonado en los apartados 1 y 2 de esta fundamento jurídico

hemos de rechazar lo argumentado por las apelantes en el sentido de que no han de ser tenidas en cuenta,
a efectos de determinar la concurrencia de esta causa de culpabilidad, las cuentas anuales de los ejercicios
2009 y 2010 porque fueron formuladas por la AC.

Como hemos señalado en el apartado anterior, entendemos que la irregularidad contable no se comete
únicamente al formular las cuentas anuales, sino también durante todo el ejercicio, es decir, en la llevanza de
los libros contables.

No es controvertido que el Sr.  Ceferino  estuvo al frente de la administración de la sociedad hasta el momento
de sustitución de facultades por auto de 20 de septiembre de 2010, de modo que le es plenamente imputable
cualquier irregularidad que se hubiera cometido en la llevanza de la contabilidad hasta esa fecha.

Las cuentas anuales de los ejercicios 2009 y 2010 fueron formuladas por la AC, por lo que no es exigible al
Sr.  Ceferino  responsabilidad alguna por los errores o incorrecciones que se hubieran cometido al formularlas.
Ahora bien, conviene recordar que, como hemos señalado, las cuentas anuales se formulan de acuerdo con
las anotaciones que aparecen en los libros de contabilidad realizadas durante el ejercicio, lo que supone
que ninguna responsabilidad alcanza a la AC por el hecho de reflejar en las cuentas anuales formuladas los
defectos, omisiones, errores o irregularidades cometidas por quienes tenían la responsabilidad de la llevanza
de la contabilidad durante los ejercicios 2009 y 2010 hasta el mes de septiembre.

Las irregularidades que la sentencia considera acreditadas y que fundan la declaración de concurso culpable
no se cometieron en la formulación de cuentas de los ejercicios 2009 y 2010, sino en las anotaciones realizadas
en los libros de contabilidad en los ejercicios 2008, 2009 y hasta septiembre de 2010, por lo que no cabe en
modo alguno excluir la responsabilidad de los apelantes en relación con las mismas si, de acuerdo con lo que
luego se dirá, la Sala considera acreditada su existencia.

b) Revalorización de los activos.

Es un hecho no controvertido que en los ejercicios 2008 y 2009 la concursada procedió a revalorizar
contablemente algunos de sus activos de acuerdo con la tasación de un experto independiente por importe,
en conjunto, superior a 8 millones de euros (5.932.170,54 euros en el ejercicio 2008 y 2.789.400,91 euros en
el ejercicio 2009). La revalorización se recogió en los libros aumentando el valor de los activos revalorizados
(edificaciones y terrenos) y creando una reserva especial, lo que supuso un aumento de los fondos propios
por el importe señalado.

La cuestión es si la revalorización constituye o no una irregularidad contable.

Sostienen los apelantes que la revalorización es correcta con base en los argumentos que reproducimos más
arriba y que, resumidamente, son: a) el informe de auditoría de 2008 no dijo que fuera incorrecta, b) se hizo
con base en el informe de un experto independiente, c) no afecta a la imagen fiel porque se menciona en la
memoria.

Empezando por el último de los argumentos hemos de destacar su inanidad en relación con lo ya expuesto
en el sentido de que la irregularidad contable no se produce únicamente al formular las cuentas anuales, sino
cuando, en la llevanza de la contabilidad, se incumplen las normas aplicables.

A lo anterior hay que añadir que la mención en la memoria no excluye la irregularidad, pues no puede sanar lo
que se hizo mal, pero tampoco afecta a la relevancia "para la comprensión de su situación patrimonial" puesto
que los acreedores no son los únicos destinatarios de la información contable y la mención en la memoria
no excluye los efectos que la distorsión de la realidad produce en otros destinatarios de la información, como
pueden ser los propios socios o directivos que partirán de una base equivocada cuando tomen decisiones
relevantes .
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Por otra parte no podemos desconocer que en la práctica, aunque en principio los acreedores no conocerán las
cuentas anuales y, por lo tanto, la revalorización, hasta que se produzca el depósito, las entidades financieras
antes de conceder crédito o préstamo solicitan al deudor información cumplida de su situación, lo que
incluye balances y cuenta de resultados provisionales, es decir, anteriores a la formulación que reflejarían la
revalorización sin incorporar la información contenida en la memoria.

De acuerdo con lo dispuesto en el PGC el inmovilizado material se valorará por su coste, sea el de producción
o el de adquisición. En cuanto al valor posterior el PGC no contempla la revalorización, sino la deducción por
amortización o deterioro del activo.

La revalorización de un bien es posible únicamente cuando así lo establezca una norma especial, como la Ley
16/2012, de 27 de diciembre que establece las condiciones y forma en que pueden las sociedades acogerse a
la revalorización de activos que es voluntaria, pero sólo puede hacerse "respecto de los activos revalorizables
que figuren en el primer Balance cerrado tras la entrada en vigor de la ley" .

Es por lo tanto evidente que las revalorizaciones realizadas en los años 2008 y 2009 por la concursada
contravienen las normas aplicables, concretamente, las normas de valoración contenidas en el PGC, al no
existir en el momento que se realizaron norma especial que la ampare.

En consecuencia, no podemos más que confirmar el criterio expresado en la sentencia recurrida en el sentido
de que las revalorizaciones de los terrenos que se hicieron en los ejercicios 2008 y 2009 constituyen una
irregularidad contable que merece ser calificada como relevante, tanto por su importe, como por el hecho de
que afecta a los fondos propios creando una apariencia de solvencia que no se corresponde con la realidad.

c) Limitaciones al alcance y salvedades que impiden al auditor expresar la opinión.

La sentencia considera probado que la concursada cometió irregularidades sin expresar en qué consistirían,
con base en las salvedades y limitaciones al alcance que impidieron a los auditores expresar la opinión.

Asiste la razón a los recurrentes en cuanto la denegación de opinión no constituye per se una irregularidad
contable, es cierto que el informe de auditoría acostumbra a ser un medio de prueba privilegiado para
la acreditación de las irregularidades contables. Ahora bien, para que así sea es preciso someterlo a
contradicción, lo que requerirá que la AC identifique las irregularidades, única forma de garantizar el derecho
de defensa de las partes.

En el presente supuesto el informe de la AC contiene una referencia genérica a las salvedades y limitaciones
al alcance, pero no identifica concretamente cuáles serían las anotaciones u omisiones de las que resultaría
la irregularidad. Es por ello que hemos de descartar la concurrencia de este motivo de calificación culpable.

d) Asiento de regularización por importe de 19 millones de euros, compensando partidas de activo y de
pasivo, realizado a 31 de diciembre de 2009, poco antes de presentar el concurso.

Argumentan los recurrentes que el asiento de regularización no constituye per se una irregularidad, es más,
está previsto en la legislación contable para corregir, dentro del propio ejercicio en que se han producido, los
errores, omisiones o ajustes de valor de las existencias.

Es cierto que en el plano teórico la sola existencia del asiento de regularización no constituye una irregularidad,
pues precisamente está previsto para corregir pequeños errores o realizar ajustes.

La cuestión se traslada a la dimensión cuantitativa del asiento realizado -que las apelantes no cuestionan- y
a la entidad de los errores, omisiones y ajustes que se corrigieron a través del mismo, que los apelantes no
explican. Es evidente que si los errores son muchos y de elevado importe estamos ante un asiento que pone
de manifiesto que la llevanza de la contabilidad es deficiente, pues de otro modo no se explica por qué razón
sería necesario a final de año corregir numerosos errores, omisiones o realizar ajustes.

Es aquí donde las apelantes no alcanzan a explicar si era habitual la corrección en importes tan elevados como
el señalado (19 millones de euros), así como tampoco qué tipo de errores, omisiones o ajustes se corrigieron o
realizaron en dicho asiento. Se limitan a afirmar que ese asiento era necesario por la forma en que funcionaba
MS13 en relación con la empresa "hermana", también concursada, Industrias Cárnicas Vilaró (ICV), con la que,
según afirman en el recurso, formaban unidad de negocio y actuaban con caja única.

Lo primero que llama la atención de este argumento es que, pese a que a las partes les consta que ambos
concursos están vinculados y las apelaciones se tramitan en paralelo, afirmen en este rollo de apelación lo
que niegan en el que se tramita bajo el número 1.207/18. Efectivamente, en la pieza de calificación de ICV los
recurrentes niegan que trabajara con caja única con MS13, afirmando la desvinculación entre ambas entidades.
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Pero es que además, aunque así fuera, ello no obsta para que una y otra compañía contabilicen las operaciones
que realizan entre ellas, sean de financiación, compra o de otro tipo, en el momento en que se producen y por
los importes correspondientes, tal como establecen las normas contables. Si así lo hicieran al final del ejercicio
serían necesarios algunos ajustes que, en ningún caso, alcanzarían la magnitud económica del asiento al que
nos referimos.

Esta forma de actuar, además de resultar contraria a lo dispuesto en el PGC, supone que durante todo el
ejercicio la información que muestra la contabilidad de ambas entidades no refleja la situación patrimonial y
financiera, puesto que no es posible saber qué debe una a otra y porqué importe.

A fin de valorar la relevancia desde el punto de vista cuantitativo basta comparar el importe el asiento analizado
(19 millones de euros) con la cifra de ventas de ese mismo ejercicio (13 millones) o con los fondos propios
(10 millones). Desde el punto de vista cuantitativo es relevante mencionar que el asiento de regularización
afectó tanto a cuentas de activo como de pasivo y de la cuenta de resultados, de forma que alteró totalmente
la imagen que la contabilidad ofrecía.

e) Falta de reflejo en la contabilidad de la factura emitida frente a Ku Gelasada por la venta de maquinaria y
falta de reflejo en la contabilidad del cobro por esa operación de 750.000 euros.

Asiste la razón a los recurrentes en cuanto a que no es cierto que la operación no se reflejara en la contabilidad.
La administración concursal aporta como anexo 26 el registro del Libro Mayor de la cuenta de Ku Gelasada, en
la que aparece una anotación en el debe por importe igual al de la factura por la venta de maquinaria (1.832.528
euros) de la misma fecha que la factura (30 de septiembre de 2009), anotación que refleja la deuda de KU a
favor de MS13. A 31 de diciembre de 2009 aparece una anotación en el haber por idéntico importe, de forma
que la cuenta a esa fecha resulta con saldo 0, o lo que es lo mismo, refleja que MS13 ha cobrado íntegramente
la cantidad que KU le debía (folio 596).

Desconocemos cuál fue la contrapartida a la anotación realizada el día 30 de septiembre de 2009, pero siendo
coincidente con el importe de la factura hay que suponer que fue el saldo de la cuenta de amortización
acumulada de la maquinaria que se vendió y que, según la versión de los apelantes, tenía valor cero, así como
la cuenta de resultados en la que se asentaría como un ingreso, la diferencia entre el saldo de la cuenta de
amortización acumulada y el precio, asiento que se debió hacer en el haber o el debe, según si dicho saldo
fue o no positivo.

Es cierto por lo tanto que la operación se contabilizó, cuestión distinta es si se hizo de modo correcto. Llama
la atención que la transferencia de 750.000 euros que todas las partes imputan al pago del precio se hiciera
días antes de la emisión de la factura, concretamente el 21 de septiembre y que, pese a que dicho pago era a
cuenta del precio, no se registró en la cuenta del Libro Mayor de KU, en la que, a 30 de septiembre no aparece
importe alguno en el haber, como sería correcto (folio 598).

La deuda que MS13 titulaba frente a KU y que resultaba del asiento realizado el 30 de septiembre se canceló
al realizar el asiento de regularización cuya incidencia ya hemos analizado en el apartado anterior.

En definitiva hemos de concluir que, aunque sí se contabilizó la operación de compraventa, se hizo de forma
irregular, puesto que no refleja el pago a cuenta que realizó KU, ni resulta claro de los asientos realizados el
modo en que se canceló la deuda.

CUARTO.- Salida fraudulenta de bienes.

El 164.2.5.º LC , establece que el concurso se calificará como culpable

" cuando durante los dos años anteriores a la fecha de la declaración de concurso hubieran salido
fraudulentamente del patrimonio del deudor bienes o derechos .".

La Sentencia del Tribunal Supremo, Civil sección 1 del 22 de abril de 2016 (ROJ: STS 1781/2016 -
ECLI:ES:TS:2016:1781 ), con cita de otras anteriores, señala que

"[...] El carácter fraudulento que exige este precepto para que la salida de bienes o derechos del patrimonio del
deudor sea determinante del carácter culpable del concurso no proviene de su clandestinidad , que justificaría
un alzamiento de bienes tipificado en el art. 164.1.4º de la Ley Concursal . El elemento de fraude en la salida
de bienes o derechos que contiene tal precepto ha de relacionarse con el exigido en el art. 1291.3 del Código
Civil para la acción rescisoria por fraude.

"La jurisprudencia, al interpretar este último precepto legal, ha evolucionado hasta considerar que para que
concurra el elemento de fraude no es preciso la existencia de un "animus nocendi" [propósito de dañar o
perjudicar] y sí únicamente la "scientia fraudis", esto es, la conciencia o conocimiento de que se origina
un perjuicio . Por tanto, aunque puede concurrir una actividad intencionada y directamente dolosa, para
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que concurra fraude basta con una simple conciencia de causarlo, porque el resultado perjudicial para los
acreedores fuera conocido por el deudor o éste hubiera debido conocerlo ( sentencias de esta sala núm.
191/2009, de 25 de marzo , y núm. 406/2010, de 25 de junio , y las que en ellas se citan).

"Tanto el "animus nocendi", en cuanto intención o propósito, como la "scientia fraudis", en tanto estado de
conciencia o conocimiento, al ser situaciones referidas al fuero interno del deudor, pueden resultar de hechos
concluyentes que determinan necesariamente la existencia de ese elemento subjetivo, salvo que se prueben
circunstancias excepcionales que lo excluyan".

Es decir, la salida fraudulenta que exige el   art. 164.2.5.º LC   no supone necesariamente un acto consciente
y volitivo de querer dañar, sino que basta la conciencia que debía tener el deudor de ocasionar un perjuicio a
los acreedores  .

La sentencia recurrida considera que existe salida fraudulenta de bienes por importe de 970.000 euros de la
que sería cómplice la entidad KU Gelasada, S.L. (en adelante KU), a la que condena a la devolución de la citada
cantidad.

La salida fraudulenta de bienes se habría producido, según el relato de la AC que la sentencia asume, como
consecuencia de la venta de maquinaria de MS13 a KU, empresa vinculada al administrador, Sr.  Ceferino  , que
posteriormente la vendería Industrias Cárnicas Vilaró (ICV), con un sobre precio de 170.000 euros.

La primera objeción que plantean los apelantes es que la sentencia funda la existencia de esta causa de
culpabilidad en un relato que no ha sido alegado ni por la AC, ni por el MF. Eso no es cierto, la AC, como
recoge la MS13 en su recurso, fundamenta esta causa de culpabilidad en el hecho de que la concursada no
habría percibido precio alguno por la venta de maquinaria. La sentencia considera probado que sí percibió
una parte del precio, por lo que minora el importe de los bienes que considera salieron fraudulentamente de
la concursada.

Resta por determinar si es cierto que, en connivencia con KU, se produjo una salida fraudulenta de bienes que
se concreta en dos conceptos: la no percepción de parte del precio y la percepción por KU de 170.000 euros
cuando vende la maquinaria a ICV.

Empezando por la segunda de las cuestiones la Sala entiende que no hubo salida fraudulenta en la medida en
que MS13 no se dedica a la instalación de maquinaria y que es evidente que el transporte y posterior instalación
en el matadero de Mollerusa de la que fue vendida a KU, tuvo un coste y supuso para KU la realización de unos
trabajos para los que había sido contratada, siendo este el motivo del incremento del precio de la transacción.

En cuanto a la parte del precio que MS13 no percibió y que la sentencia fija en algo menos de 782.568 euros,
las apelantes argumentan que se compensó con un crédito que KU tenía frente a ICV, lo que sin duda supone
que habría dejado de entrar ese importe en la caja de MS13 que estaría, de esta forma, haciendo frente a una
deuda ajena. Concretamente a la deuda que ICV tenía frente a KU.

Es evidente que con ello se habría producido una disminución patrimonial para MS13, que titularía frente a
ICV un crédito por importe igual a la parte del precio dejada de percibir. La cuestión se traslada entonces a
la existencia de la deuda que se compensó, es decir, la que titularía KU frente a ICV. Las apelantes no han
probado la existencia de esa deuda cuyo origen, según su propia versión, serían los trabajos de remodelación
del matadero de Mollerusa que ICV encargó a KU.

Sorprende nuevamente que la argumentación aquí empleada entre en contradicción con los hechos
reconocidos en la sección de calificación del concurso de ICV (Rollo 1.207/18) en el que la concursada y
KU han manifestado que ésta última cobró el importe total de las facturas emitidas en contraprestación a
los trabajos de remodelación del matadero de Mollerusa, directamente con cargo al préstamo que el Institut
Català de Finances concedió a ICV para financiarla. Por lo tanto no es que no se haya probado la existencia
de esa deuda que se dice compensada, es que la propia KU ha reconocido haber percibido la totalidad de sus
honorarios, es decir, ha reconocido que ICV nada le adeudaba.

No existiendo deuda que compensar, es evidente que se ha producido una salida fraudulenta de bienes de
la concursada a favor de KU que compra una maquinaria y no paga íntegramente el precio, alegando haber
compensado una deuda de ICV que no existe.

SEXTO.- Simulación de situación patrimonial ficticia.

1.- Concepto y requisitos.

El art. 164.2.6º LC establece que el concurso se calificará como culpable cuando " antes de la fecha de la
declaración de concurso el deudor hubiese realizado cualquier acto jurídico dirigido a simular una situación
patrimonial ficticia ."
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El Tribunal Supremo en sentencia de 14 de noviembre del 2012 , se refirió a esta conducta en los siguientes
términos:

"[l]a norma regula un tipo abierto de perfiles borrosos que exige la concurrencia de los siguientes requisitos:
a) la ejecución de actos dirigidos a crear la apariencia de una situación patrimonial ficticia; b) que tales actos
tengan carácter "jurídico", de tal forma que es insuficiente la creación de apariencia de situación patrimonial
por "vías de hecho"; y c) que la ejecución de los comportamientos haya tenido lugar antes de la fecha de la
declaración de concurso. A los requisitos expuestos, directamente deducibles de la exégesis de la norma, cabe
añadir los siguientes: d) La actuación debe ser idónea para que la situación ficticia que se pretende crear sea
erróneamente tenida por verdadera por los acreedores; e) la situación fingida ha de tener cierta relevancia y
ser apta para distorsionar el comportamiento de los acreedores; y f) el comportamiento simulatorio no ha de
estar previsto en ninguno de los supuestos enumerados en la propia norma".

2.-Hechos acreditados o reconocidos.

Hemos de partir de que las partes han reconocido la siguiente operativa:

-Entre el 1 y el 31 de diciembre de 2009, dos meses antes de presentar el concurso, la concursada emitió 46
facturas correlativas, núm. 711/09 a 756/09, a cargo de Meat &amp; Trading BCN, S.L. por el concepto "anticipo
a cuenta", importe 2.613.853,63 euros más IVA 182.969,75 euros (total 2.796.823,38 euros).

-No consta que la concursada haya cobrado el importe de esas facturas. El saldo deudor en la cuenta de Meat
Trading se canceló con una anotación por idéntico importe realizada el 31 de diciembre de 2009, en el asiento
de regularización.

-Entre el 1 y el 31 de diciembre de 2009 la concursada contabilizó 46 facturas emitidas por Persanet 2002, S.L.,
entre el 9 de octubre y el 31 de diciembre, por importe 2.339.943,78 euros, más IVA 163.376,06 euros (total
2.497.319,84 euros) por el concepto "cinta de lomo" por un total de 831.827,18 kg..

-No consta que la concursada haya satisfecho importe alguno a Persanet 2002, S.L., pero no aparece en la
lista de acreedores que la deudora acompañó a la solicitud de concurso, ni Persanet ha solicitado su inclusión
en la lista.

-Las mercancías a las que se refieren las compraventas descritas en los hechos anteriores nunca fueron
entregadas.

3.- Los recursos.

Los apelantes Industrias MS13,  Ceferino  , Meat Trading y Persanet argumentan para rebatir las conclusiones
de la sentencia recurrida lo siguiente:

-las operaciones analizadas, tal como las describe el informe de la AC y el dictamen del MF, constituirían una
irregularidad contable y no una simulación.

-las operaciones analizadas son reales y no tienen nada de irregular. Las compras de derechos a Persanet y
posterior venta a Meat Trading se amparan en lo dispuesto en el 1.271 Cc.se trata de operaciones de compra
y venta de derechos sobre mercancías. Generaron unos beneficios para la concursada de 273.909,85 euros.

-el cobro y pago de las operaciones descritas se realiza por compensación con la empresa de la que forma
unidad de negocio (ICV). Paga incrementando su deuda con ICV y cobra por compensación.

-si el pago a Persanet no aparece contabilizado estamos ante una irregularidad contable, no ante una
simulación.

-no se ha simulado un negocio jurídico, ni provocado un perjuicio a la masa activa o a la masa pasiva.

-la alteración de la cuenta de resultado no puede ser tenida en cuenta a los efectos de la simulación que se
refiere a "situación patrimonial ficticia".

-la realidad de estas operaciones fue examinada y sentenciada en sede de reintegración en el concurso de ICV
concluyendo que era una operativa real, que la concursada llevaba a cabo hace años, no específicamente para
el concurso, no puede volver a examinarse a ahora.

4.- La decisión.

A juicio de este Tribunal la operativa que se describe en el apartado 2 de este fundamento colma sin duda los
requisitos del supuesto previsto en el apartado 6 del artículo 164.2 de la LC .

Según su propia versión, la concursada compró derechos sobre mercancías a una sociedad, Persanet,
que previamente los había adquirido de ICV, posteriormente vendió esos derechos a Meat Trading. Estas
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operaciones se realizaron en muy corto espacio de tiempo, un mes en el caso de las ventas, apenas dos en
la compra de derechos.

La concursada documentó las ventas a Meat Trading en facturas que posteriormente descontó en entidades
financieras. También Persanet emitió facturas por las ventas de derechos. Compras y ventas se asentaron en
la contabilidad de forma coincidente con los documentos emitidos. Pero la concursad nunca cobró de Meat
Trading, ni pagó a Persanet. Las mercancías (831.827,18 kg. de cinta de lomo) nunca fueron entregadas.

Según su propia versión, las cuentas de Meat Trading (deudora de la concursada por importe de 2.796.823,38
euros, IVA incluido) y Persanet (acreedora de la concursada por 2.497.319,84 euros IVA incluido) quedaron a
cero con el asiento de regularización realizado a 31 de diciembre.

Dejando de lado la valoración sobre el asiento de regularización que ya hemos analizado en el fundamento
Tercero, apartado 5.d, debemos centrarnos ahora en determinar si la concursada, con las operaciones
descritas simuló una situación patrimonial distinta a la que real.

Con carácter previo conviene aclarar que no concurre cosa juzgada, como insinúan los recurrentes, por el hecho
de que en sede de reintegración en el concurso de ICV se analizó la operativa descrita y se llegó a la conclusión
de que no había simulación y que no se había causado daño a ICV. Primero porque no coinciden las partes.
Pero es que además, en ningún caso coincidiría la causa de pedir. Estamos ante unos hechos que pueden ser
analizados desde distintas perspectivas. En sede de reintegración, donde lo que se pretende e la declaración
de ineficacia de un negocio jurídico inicialmente válido, pero que supone un perjuicio patrimonial injustificado
par a la concursada, lo relevante es si existe o no ese perjuicio, mientras que en sede de calificación lo relevante
es determinar si la concursada ha simulado la existencia de una relación comercial. Por último, como la
concursada no puede desconocer, esta Sala se pronunció sobre la operativa descrita en sede de reintegración
considerando (en el concurso de ICV) que las operaciones eran reintegrables.

Tampoco puede ser acogido el argumento según el cual estaríamos ante una irregularidad contable y ello
porque la concursada realizó los asientos de acuerdo con la documentación emitida por ella misma y Persanet,
por lo que desde ese punto de vista no hay infracción de la normativa contable.

La cuestión se centra en determinar si esa documentación se corresponde con una actividad económica real
o, como sostuvo la AC y asume la sentencia recurrida, sirvió para simular su existencia.

Sentado lo anterior, como hemos adelantado, la Sala concluye que la operativa de compra y venta de derechos
que la concursada llevó a cabo con Meat Trading y Persanet en los últimos meses del año 2009, tenía por única
finalidad obtener financiación de las entidades financieras por medio del descuento de efectos.

Esa financiación se obtuvo al simular una serie de operaciones comerciales (compra y venta) que nunca
existieron. La prueba de esa simulación la encontramos en el hecho de que no llegara a entregarse mercancía
alguna (pese a que en teoría se compraron/vendieron derechos por más de 2 millones de euros) y tampoco
existió entrega de dinero entre la concursa y sus cómplices. Ni Persanet cobró, ni Meat Trading pagó. La
única entrega de dinero fue la que, por medio del descuento de efectos, hicieron las entidades financieras a
la concursada.

Con la operativa descrita MS13 tuvo acceso a una financiación que, de no mediar la simulación, le hubiera
sido negada.

Las facturas emitidas lo fueron con la única finalidad de simular un giro que no existía y junto con él, unos
derechos de crédito a favor de la concursada que le permitieran obtener de las entidades financieras su importe
a través del descuento.

Es en esa operación de descuento, en la que la entidad financiera cree estar financiando una operación
comercial, donde hay que buscar la razón de ser de toda la operativa y visto así, es evidente que, a través de ella
la concursada y su empresa "hermana" ICV creaban ante las entidades bancarias descontantes la apariencia
de una actividad económica que en realidad era inexistente.

En eso consiste precisamente la simulación por lo que entendemos perfectamente cumplidos los requisitos
del tipo contemplado en el apartado 6º del artículo 164.2 de la Ley Concursal .

Con la operativa descrita la concursada impidió a las entidades financieras valorar correctamente el riesgo de
la concesión del crédito por vía de descuento.

En el descuento la entidad financiera entrega fondos a la concursada en la creencia de estar adelantando el
importe que posteriormente el cliente pagará. La existencia de ese crédito y, por lo tanto, la apariencia de que
existe, es relevante para la entidad de crédito, pues es en realidad la causa por la que entrega los fondos a la
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concursada. Lo hace en la creencia de estar financiando el giro y tráfico ordinario, es decir, el plazo de pago
que la concursada ha concedido a sus clientes.

La concursada simuló un conjunto de operaciones por importe muy relevante, emitió facturas por el concepto
de anticipo a cuenta y posteriormente las descontó.

Con ello se crea la apariencia de que la concursada tiene una capacidad de crear riqueza muy superior a la
real. Pero es que además, en contra de lo que afirman los recurrentes, se ve afectada, no sólo la cuenta de
resultados (cifra de ventas y compras totalmente alterada) si no también el balance en el que, hasta el asiento
de regularización, aparecerá en el activo un derecho de crédito frente a un cliente que en realidad no lo es
(Meat Trading) y una deuda frente al que nada se debe (Persanet).

Por todo ello no podemos más que confirmar las conclusiones expresadas en la sentencia recurrida con las
que coincidimos plenamente.

SÉPTIMO.- Efectos de la declaración de concurso culpable.

De lo anterior resulta que debe mantenerse la declaración de concurso culpable y la de persona afectada por
la calificación del Sr.  Ceferino  , así como de los cómplices, por lo que procede analizar las consecuencias
jurídicas y económicas de dicha declaración.

El artículo 172.2 establece los efectos que la declaración de concurso culpable ha de producir sobre la persona
o personas afectadas. Son todos ellos efectos necesarios de la declaración culpable del concurso, pero no
proceden en todo caso.

2.º La inhabilitación de las personas afectadas por la calificación para administrar los bienes ajenos durante
un período de dos a quince años, así como para representar a cualquier persona durante el mismo período,
atendiendo, en todo caso, a la gravedad de los hechos y a la entidad del perjuicio, así como la declaración culpable
en otros concursos.

(...).

3.º La pérdida de cualquier derecho que las personas afectadas por la calificación o declaradas cómplices
tuvieran como acreedores concursales o de la masa y la condena a devolver los bienes o derechos que hubieran
obtenido indebidamente del patrimonio del deudor o hubiesen recibido de la masa activa, así como a indemnizar
los daños y perjuicios causados.

3. La sentencia que califique el concurso como culpable condenará, además, a los cómplices que no tuvieran la
condición de acreedores a la indemnización de los daños y perjuicios causados.

OCTAVO.- Personas afectadas por la calificación culpable. Inhabilitación, pérdida de derechos, devolución
de lo indebidamente percibido e indemnización de daños y perjuicios.

La sentencia condena a don  Ceferino  en su condición de administrador 5 años de inhabilitación a la pérdida
de cualquier derecho que tuviera como acreedor concursal o de la masa y a indemnizar a la concursada en el
daño causado en la cantidad de 1.135.537,75 euros.

1. El recurso del Sr.  Ceferino  .

- Nada razona respecto de la inhabilitación o la pérdida de derechos, más allá de negar que el concurso pueda
ser declarado culpable.

- indemnización de daños y perjuicios. Niega que haya causado ningún perjuicio.

2. La decisión.

a) La inhabilitación y la pérdida de derechos.

Declarado culpable el concurso y ante la ausencia de argumentos en el escrito de recurso debemos confirmar
los pronunciamientos que acuerdan la inhabilitación de la persona afectada y la pérdida de los derechos que
tuviera frente a la concursada.

b) Indemnización de daños y perjuicios ( art. 172.2 3º LC ).

El artículo 172.2.3º obliga al juez que declara culpable el concurso a condenar a las personas afectadas, sea
como autores o como cómplices, a:

La pérdida de cualquier derecho que las personas afectadas por la calificación o declaradas cómplices
tuvieran como acreedores concursales o de la masa y la condena a devolver los bienes o derechos que
hubieran obtenido indebidamente del patrimonio del deudor o hubiesen recibido de la masa activa, así como
a indemnizar los daños y perjuicios causados
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Entendemos que la condena a indemnizar los daños y perjuicios causados se refiere a los que traen causa
de lo indebidamente recibido del patrimonio del deudor o de la masa activa, complementando la condena a
la devolución con la liquidación posesoria.

Desde ese punto de vista no cabe en este caso condena al pago de cantidad alguna, puesto que el informe de
la AC no ha identificado bienes o cantidades que hubiera percibido indebidamente el Sr.  Ceferino  y debiera
devolver, indemnizando los daños y perjuicios que esa posesión indebida hubiera causado a la concursada.

Por el contrario, la AC en su informe y la sentencia recurrida, identifican los daños y perjuicios a los que se
refiere el precepto con los causados por la persona afectada al deudor con las acciones u omisiones en las que
se funda la declaración de concurso culpable, concretamente, la salida fraudulenta de bienes y la simulación,
lo que ha de suponer el rechazo a la condena que se solicita.

Cuestión distinta, a la que nos referiremos en el fundamento Décimo, es si procede la condena al Sr.  Ceferino
con base en lo dispuesto en el artículo 172 bis.

NOVENO.- Los cómplices. Condena a indemnizar los daños y perjuicios causados.

1.- La condición de cómplices.

Tal como señala la Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de enero de 2016 :

"para que se pueda apreciar complicidad tienen que darse dos requisitos: a) Que el cómplice haya cooperado
de manera relevante con el deudor persona física, o con los administradores o liquidadores del deudor persona
jurídica, a la realización de los actos que han servido para fundamentar la calificación del concurso como
culpable; b) La cooperación tiene que haberse realizado con dolo o culpa grave. Según su propio sentido
gramatical, cooperar significa obrar juntamente con otro u otros para un mismo fin, de donde cabe deducir que
cómplice será quien haya obrado juntamente con el concursado, o sus administradores y/o liquidadores, en la
realización del acto que haya fundado la calificación culpable, y tal colaboración resulte relevante a los efectos
de dicha calificación.".

Por lo tanto el cómplice es accesorio del autor y su condición resulta de haber participado o cooperado en los
hechos por los que ha sido declarado culpable el concurso.

Ninguna duda cabe en este caso que las personas que han sido declaradas cómplices han participado en los
hechos que han dado lugar a la declaración de concurso culpable.

En el caso de Ku Gelasada al haber dejado de pagar el importe de una factura emitida por la concursada por
la venta de una maquinaria. Hecho que ha sido calificado como salida fraudulenta de bienes.

En el caso de las sociedades Meat Trading y Persanet, por ser coautoras y partícipes en la simulación que
llevó a las entidades financieras a descontar efectos que no se correspondían con una verdadera transacción
comercial y habían sido librados "en descubierto". Es evidente que sin la colaboración de estas sociedades la
simulación no habría sido posible, de ahí que debamos considerarlas cómplices.

2.- Condenas a los cómplices.

El artículo 172.2 3º extiende a los cómplices la pérdida de los derechos que tuvieran "como acreedores
concursales o de la masa" y la condena "a devolver los bienes o derechos que hubieran obtenido indebidamente
del patrimonio del deudor o hubiesen recibido de la masa activa, así como a indemnizar los daños y perjuicios
causados" .

El importe de la condena ha de estar causalmente vinculado con el daño causado con los actos de los que
deriva su condición de cómplice.

a) KU Gelasada, S.L.

Hemos concluido en el fundamento Quinto que la cantidad que dejó de pagar a MS13 asciende a 782.568
euros.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 172.2 3º debe ser condenada a la pérdida de los derechos
que tuviera como acreedor de la concursada, así como a reintegrar la cantidad percibida indemnizar el daño
causado, concretamente, la cantidad dejada de percibir por la concursada y que asciende a 782.568 euros,
con más los intereses legales desde el momento en que debió haberla pagado hasta el completo pago.

b) Sociedades Persanet y Meat Trading.

Procede la condena a la pérdida de los derechos que tuvieran frente a la concursada.
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En cuanto a los daños y perjuicios la sentencia condena Meat Trading a devolver la cantidad de 182.969,75
euros que la concursada debió ingresar al liquidar el IVA por el repercutido en las facturas emitidas por esta
sociedad. Aunque es cierto que la concursada pagó o debió pagar ese importe no podemos desconocer la
vinculación entre las facturas emitidas por Meat Trading y las que emitió Persanet en las que el IVA ascendió
a 163.376,06 euros, que la concursada pudo deducir como IVA soportado en la liquidación trimestral. Por
este motivo entendemos que el perjuicio real causado por Meat Trading ascendió a la diferencia entre el IVA
repercutido y el soportado, es decir a 19.593,69 euros, importe en el que debe fijarse la cantidad objeto de
condena.

DÉCIMO.- La responsabilidad concursal. Art. 172 bis LC .

La sentencia recurrida condena en el pronunciamiento 6º a don  Ceferino  a la satisfacción del déficit concursal
en aplicación de lo dispuesto en el artículo 172 bis de la LC .

El artículo 172 bis, bajo la rúbrica, responsabilidad concursal, en la versión vigente en el momento en que se
incoó la pieza de calificación, establece:

"Cuando la sección de calificación hubiera sido formada o reabierta como consecuencia de la apertura de la fase
de liquidación, el juez podrá condenar a todos o a algunos de los administradores, liquidadores, de derecho o
de hecho, o apoderados generales, de la persona jurídica concursada, así como los socios que se hayan negado
sin causa razonable a la capitalización de créditos o una emisión de valores o instrumentos convertibles en
los términos previstos en el número 4.º del artículo 165, que hubieran sido declarados personas afectadas por
la calificación a la cobertura, total o parcial, del déficit, en la medida que la conducta que ha determinado la
calificación culpable haya generado o agravado la insolvencia.".

Concurren en este supuesto los requisitos para que nazca la responsabilidad concursal del Sr.  Ceferino  : a) la
pieza de calificación se ha formado como consecuencia de la apertura de la fase de liquidación, b) el concurso
ha sido declarado culpable, c) es previsible que el resultado de la venta de la masa activa no alcance para
satisfacer la totalidad de lo debido a los acreedores concursales.

Tras la modificación legislativa operada por Ley 17/2014, de 30 de septiembre, la nueva redacción del artículo
172 bis no deja lugar a dudas en cuanto a la necesidad de que, cuando proceda la condena a satisfacer
total o parcialmente el déficit, la cuantía se vincule con la incidencia que la conducta en que se ha fundado
la culpabilidad ha tenido en la generación o agravación de la insolvencia. Así resulta de la última frase del
apartado primero del precepto citado cuando dice "en la medida que la conducta que ha determinado la
calificación culpable haya generado o agravado la insolvencia".

Para determinar el importe objeto de condena será necesario, justificar en qué medida las conductas por las
que el concurso ha sido declarado culpable han contribuido a generar o agravar la insolvencia ( STS, Civil
sección 1 del 22 de mayo de 2019 ( ROJ: STS 1633/2019 - ECLI:ES:TS:2019:1633 )).

La sentencia recurrida condena al administrador Sr.  Ceferino  a la cobertura total del déficit, pero no justifica el
porqué de la decisión ni pone en relación la cuantía de la condena con los hechos en que se funda la calificación
culpable.

En el presente supuesto el concurso ha sido declarado culpable con base en las siguientes conductas:

- irregularidades relevantes en la llevanza de la contabilidad.

- salida fraudulenta de bienes.

- simulación de situación patrimonial ficticia.

La salida fraudulenta de bienes no sólo agrava la insolvencia, sino que puede llegar a ser la causa. En este
supuesto no nos consta que haya causado la insolvencia, aunque es evidente que la ha agravado en la medida
en que la sociedad ha dejado de ingresar una cantidad relevante a cuyo cobro tenía derecho. Es por ello
que la cantidad dejada de ingresar deberá integrarse en la condena a la cobertura del déficit. La condena es
concurrente con la que se acuerda en el fundamento anterior respecto de la sociedad KU declarada cómplice
en la salida fraudulenta, siendo ambos deudores solidarios frente a la masa pasiva por el importe dejado de
ingresar.

Por los mismos motivos deberá integrarse en la condena a satisfacer el déficit la cantidad en que se han
valorado los daños y perjuicios causados por Meat &amp; Trading.

Mayor dificultad plantea determinar, aunque sea de modo estimativo, en qué medida las irregularidades
contables y la simulación han contribuido a generar o agravar la insolvencia.
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En cuanto a las irregularidades contables por las que ha sido declarado culpable el concurso (revalorización
de activos, asiento de regularización y defectuosa contabilización de la venta de una activo) el efecto que
produjeron fue el de alterar la información que recibían los usuarios de la contabilidad, tanto los socios y
administradores, como los acreedores, lo que sin duda dio lugar a decisiones de gestión erróneas en el caso
de los primeros y a la distorsión de la realidad en el caso de los segundos, impidiéndoles con ello valorar
correctamente el riesgo que asumían al conceder préstamo o crédito a la concursada.

La simulación, como ya dijimos, alteró la cuenta de resultados al registrarse unas ventas y unas compras que,
aun siendo acordes con la documentación emitida por la concursada y los cómplices, no reflejaban un tráfico
económico real.

Por efecto de la simulación las entidades financieras concedieron crédito por importes que, de no mediar el
engaño en que la simulación consiste no hubieran concedido, a la vez que se alteró la cuenta de resultados en
la que se integraron como ingresos ventas que realmente no se realizaron y compras por aprovisionamientos
que no se corresponden con la realidad.

Pero es que además debemos poner la simulación en relación con las irregularidades contables que hemos
considerado probadas, concretamente con el asiento de regularización por importe de más de 19 millones de
euros, pues fue precisamente al realizar este asiento cuando se dejaron a cero los saldos, deudor y acreedor,
de las cuentas de Meat Trading y Persanet, sin retrotraer las ventas y compras que se registraron con base en
la documentación emitida por la concursada y los cómplices, lo que supone que el resultado que la compañía
muestra en el ejercicio 2009 no es real y de no mediar la simulación habría sido negativo.

La AC valora en el informe que como consecuencia de todo lo expuesto (irregularidades contables y
simulación) los fondos propios de la compañía al término del ejercicio 2009 hubieran sido negativos en
461.696,52 euros. Si partimos de que a 31 de diciembre de 2007 los fondos propios ascendían a 1.194.082,71
euros, resulta que, durante los ejercicios 2008 y 2009, el deterioro de la situación económica de la sociedad
ascendió a 1.655.779,23 euros, cantidad en la que podemos estimar que se ha agravó la insolvencia como
consecuencia de las irregularidades contables y la simulación.

Esta cifra es una mera estimación, pues precisamente como consecuencia de las irregularidades y artificios
utilizados por la concursada, es difícil establecer exactamente la relación de causalidad entre los hechos
dolosos y culposos imputados al administrador y la cuantía del déficit que resulte tras la liquidación. Pese a
ello entendemos que ese debe ser el importe de la condena a don  Ceferino  pues en su mano estaba ofrecer
a este Tribunal la información que hubiera permitido valorar de forma más ajustada las consecuencias de su
actuación y no lo ha hecho, limitándose a negar que los hechos que han dado lugar a la declaración culpable
del concurso merecieran reproche alguno.

UNDÉCIMO.- Costas.

Por todo lo dicho, procede estimar parcialmente el recurso interpuesto y de acuerdo con el artículo 398 de la
Ley de Enjuiciamiento Civil , no procede hacer imposición de las costas de esta alzada.

F A L L A M O S

Estimar parcialmente el recurso de apelación formulado por Matadero Salida 13, S.A., don  Ceferino  , Ku
Gelasada, S.L., Meat &amp; Trading, S.L. y Persanet, S.L. contra la sentencia dictada por el Juzgado de lo
Mercantil núm. 1 de Girona, en los autos de Incidente concursal núm. 223/2010, con fecha 7 de noviembre de
2017, y REVOCAR la misma con los siguientes pronunciamientos:

"1º Dejar sin efecto el pronunciamiento 5º en cuanto a la condena a don  Ceferino  a pagar la cantidad de
1.135.537,75 euros.

2º Fijar en 19.593,69 euros la cantidad a pagar por Meat &amp; Trading S.L. en concepto de daños y perjuicios.

3º Fijar en 782.568 euros la cantidad objeto de condena a Ku Gelasada, S.L. por razón de los daños y perjuicios
causados a Matadero Salida 13, S.A. como consecuencia de haber dejado de pagar el citado importe.

4º Condenar a don  Ceferino  a cubrir el déficit que resulte una vez finalizada la liquidación en las siguientes
cantidades:

- 782.568 euros, de los que responderá solidariamente junto con Ku Gelasada,

- 19.593,69 euros, de los que responderá solidariamente junto con Meat &amp; Trading S.L.

-1.655.779,23 euros, cantidad en que se estima agravada la insolvencia.
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5º Mantener inalterados los restantes pronunciamientos."

Todo ello sin hacer pronunciamiento en cuanto a las costas de esta alzada.

De acuerdo con lo dispuesto en la disposición final decimosexta y transitoria tercera de la LEC 1/2000 , contra
esta sentencia cabe recurso de casación ante el Tribunal Supremo/Superior de Justicia de Cataluña si concurre
la causa prevista en el apartado tercero del número 2 del artículo 477 y también podrá interponerse recurso
extraordinario por infracción procesal previsto en los artículos 468 y siguientes ante el mismo Tribunal, si
concurre alguno de los motivos previstos para esta clase de recurso y se interpone conjuntamente con el
recurso de casación.

Lo acordamos y firmamos.
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